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Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo nº 26 de Madrid 
C/ Gran Vía, 19 , Planta 6 - 28013 
45029750  

NIG: 28.079.00.3-2016/0018506 

Procedimiento Ordinario 340/2016 --CR-- 
Demandante/s:  ARPINUM ASOCIADOS SL 

PROCURADOR D./Dña. MARTA ISLA GOMEZ 

Demandado/s: AYUNTAMIENTO DE ALCALA DE HENARES 

LETRADO D./Dña. FELIX GABRIEL VIDAL HERRERO, CL/: SERRANO, 25  PISO 

4ºDCHA, C.P.:28001 MADRID (Madrid) 

 

 

SENTENCIA Nº 355/2017 

 

  

 En Madrid, a 11 de diciembre de 2017. 

 

Vistos por mí, Marta Iturrioz Muñoz, Magistrada-Juez del Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo nº 26 de los de Madrid, los presentes autos de procedimiento 

ordinario, registrados con el número 340/2016, en los que figura como parte recurrente 

ARPINUM ASOCIADOS, SL, representada por la Procuradora Sra. Isla Gómez y asistida 

por el Letrado Sr. Framiñán de Miguel, y como parte recurrida el AYUNTAMIENTO DE 

ALCALÁ DE HENARES, representado y defendido por el Letrado Sr. Vidal Herrero-Vior. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Interpuesto el presente recurso se solicitó la remisión del expediente 

administrativo. Recibido el expediente administrativo se dio traslado a la parte recurrente 

para que presentara su demanda en la que tras exponer los hechos y fundamentos de derecho 

que estimó pertinentes, terminó suplicando se dicte una Sentencia estimatoria del recurso 

interpuesto y las correspondientes declaraciones en relación con la actuación administrativa 

impugnada. 

 

 SEGUNDO.- Admitida la demanda se dio traslado a la Administración, presentando 

su contestación en la que solicita se desestime el recurso y se confirme la actuación 

administrativa por ser conforme a Derecho. 

 Practicada la prueba propuesta y admitida con el resultado obrante en autos y 

formuladas las conclusiones por las partes, por Providencia de 4 de diciembre de 2017 se 

declararon los autos conclusos, quedando en poder de esta Juzgadora para dictar Sentencia. 

 

 TERCERO.- En la sustanciación del presente procedimiento se han observado los 

preceptos y prescripciones legales. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- En el presente recurso contencioso-administrativo se impugna el 

Acuerdo nº 35 de los adoptados por la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Alcalá 

de Henares en sesión celebrada el 5 de agosto de 2016, por el que se ordenó el archivo de las 

denuncias presentadas por ARPINUM ASOCIADOS, SL, por infracción del Título II de la 

LTAIBG (expte. T-022/2016). 

Solicita la recurrente en la demanda que se declare la comisión de infracción muy 

grave al amparo del artículo 28.k) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, por el 

incumplimiento culpable de las obligaciones de publicación y de suministro de información 

previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, y se imponga a la 

Concejala Delegada de Economía y Consejera Delegada del Ente Público Empresarial 

Alcalá Desarrollo, como responsable, las sanciones establecidas en el artículo 30.3 y 4, 

debiendo ser destituida de su cargo por un periodo de diez años, con expresa condena en 

costas, conforme al artículo 139 de la LJCA 29/1998. 

 

 SEGUNDO.- La parte recurrente alega que formuló en fecha 9 de mayo de 2016, 

denuncia al amparo de la Ley 19/2013 de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno (en adelante LTAIPBG) por la comisión de 

infracciones muy graves tipificadas en el Título II, Buen Gobierno, de la precitada Ley 

(folios 1 al 4 del EA). 

 La génesis de dicha denuncia se remonta al 6 de abril de 2016, cuando la recurrente 

solicita información pública al Ayuntamiento de Alcalá de Henares, al amparo de la 

LTAIPBG y al no recibir respuesta transcurrido el plazo establecido en la Ley, el 10 de 

mayo presentó reclamación ante el Tribunal Administrativo de la Contratación Pública de la 

Comunidad de Madrid, que el 13 de julio de 2016, resolvió la reclamación estimando todas 

las peticiones en materia económico-presupuestarias planteadas (Resolución AIP nº 

40/2016(. 

 El 20 de mayo, diez días después de interpuesta la reclamación administrativa ante el 

Tribunal Administrativo de la Contratación Pública, la recurrente recibe una solicitud de la 

Directora del Área de Reclamaciones y Seguros, para dilatar el procedimiento, suspendiendo 

un plazo ya vencido, y pidiendo una aclaración innecesaria, como se puede colegir del tenor 

literal de la solicitud. 

 Ante el Tribunal el Ayuntamiento pudo hacer alegaciones y no las hizo. 

 Dado que el Ayuntamiento no cumplió el mandato del Tribunal suministrando la 

información, transcurrido el plazo prudencial para entender que el Ayuntamiento no lo ha 

impugnado en vía contenciosa al no haber recibido el emplazamiento previsto en el artículo 

49 de la LJCA, la recurrente solicitó solicita el 17 de octubre el cumplimiento de la 

Resolución.  

 Ello significa que transcurridos ya más de 5 meses desde la solicitud, el 

Ayuntamiento no había accedido a dar la información ni a cumplir en el plazo de 10 días 

hábiles la Resolución 40 del Tribunal. 

 El propio Alcalde contesta a la petición, e imparte las órdenes para dar cumplimiento 

a la Resolución, que efectivamente no había sido cumplimentada, razón por la cual, el 13 de 

diciembre de 2106, notificó a la recurrente una contestación en la que pretendía 

cumplimentar la petición y que contenía una amalgama de informaciones imprecisas que no 

se corresponde con la Resolución del Tribunal. 
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 Los puntos 3º y 7 son contestados remitiéndose a un link, cuando se ha pedido y 

otorgado por el Tribunal copia impresa, de conformidad con el Criterio 9/2015 del Consejo 

de Transparencia y Buen Gobierno. 

 El punto 4º, remite a la página web municipal, sin indicar el link, cuando se ha 

pedido copia. 

 El punto 6º no es contestado. 

 El punto 9º es impreciso, no facilita ni el convenio ni la totalidad de la información 

solicitada y reconocida por el Tribunal. 

 Tampoco consta acuerdo de la Junta de Gobierno Local por el cual se acuerda 

cumplir la resolución del Tribunal y otorgar la información, ni se hace en dicho documento 

ninguna mención a la Resolución nº 40. 

 Dicha notificación, firmada por una persona de la cual ignoramos su competencia en 

la materia, e infringiendo lo previsto en la propia Ordenanza Municipal en materia de 

Transparencia del Ayuntamiento de Alcalá de Henares que atribuye esta competencia a la 

propia Junta de Gobierno Local, tampoco da íntegro cumplimiento al mandato del Tribunal, 

con lo que la conducta reiterativa, culpable, conducente a incumplir el mandato legal de la 

LTAIPBG queda suficientemente constatada. 

 Por tales motivos la recurrente solicitó en su escrito de denuncia presentado el 10 de 

mayo, que se procediera a la realización de expediente sancionador por falta muy grave 

contra la Consejera Delegada del Ente Público Empresarial Alcalá Desarrollo y Concejala 

Delegada de Economía, Dª. Pilar Fernández Labrador por los motivos de no publicar y no 

dar la información que por LTAIPBG está obligada y solicitando que se impusieran las 

sanciones previstas en la Ley, solicitud que fue desestimada y archivada sin inicio de 

expediente sancionador. 

 Una vez presentada la denuncia se procede directamente, previo informe jurídico de 

la Directora del Área de Reclamaciones y Seguros a desestimarla sin acuerdo de iniciación 

del expediente sancionador y sin realizar instrucción alguna, siendo notificada tal 

desestimación a la recurrente. 

 Una vez solicitada la información económico-presupuestaria el 6 de abril, la 

infracción se produce cuando un mes después no es atendida (sin perjuicio de que todavía, a 

día de hoy, no haya sido facilitada) Se incumple el principio de responsabilidad del servidor 

público. 

 Es significativo al respecto, que el Ayuntamiento de Alcalá de Henares, no presentara 

alegación alguna ante el Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad 

de Madrid (Antecedente de Hecho Tercero de la Resolución) y una vez recibida la 

Resolución tampoco interpusiera recurso contencioso administrativo contra la misma, 

aceptando la Resolución, pero sin cumplirla hasta el día de la fecha, pese a su ejecutividad. 

 Presentada la solicitud de información, constatado por el Tribunal Administrativo el 

derecho a su obtención, constatada la falta de información pública de la publicidad a que está 

obligado el Ente Público Empresarial Alcalá Desarrollo, la renuencia a facilitarla, demuestra 

que tal actuación es culpable, con lo cual se da cumplimiento al requisito exigido por el 

artículo 28 de la LTAIPBG. 

 En cualquier caso, concurren los presupuestos de hecho tipificados en la LTAIBG, 

artículo 28, por cuanto se acredita que no se ha hecho entrega de la información, ni se ha 

cumplido el mandato del Tribunal. 

 La comisión de la infracción es producida no solo por el hecho de no facilitar la 

información, sino por el hecho de no estar publicada la información pública y así lo reconoce 

la Resolución 40, al indicar que se trata de materias que han de ser, por imperativo legal, 

objeto de publicidad. 
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 La Resolución desestima la denuncia presentada en base a un informe jurídico 

sorprendente: 

 Primero refiere a una presunta contestación a lo solicitado, notificada el 20 de mayo 

de 2016, transcurrido con exceso el plazo de un mes establecido en la LTAIPBG, art. 24.2. 

Dicha contestación pide una aclaración, fuera del plazo marcado por la Ley, y no puede 

considerarse en ningún modo respuesta a lo solicitado. La LTAIPBG es clara al respecto: 

formulada la petición puede inadmitirla a trámite o ampliar el plazo para su contestación o 

solicitar concreción pero siempre dentro de plazo, tanto la solicitud como la notificación al 

interesado, pero no permite una contestación extemporánea. 

 En segundo lugar alude a la no “aportación de prueba contraria a los principios éticos 

y morales previstos en el Titulo II de la LTAIPBG”. La realidad de lo alegado en la 

denuncia, es de una evidencia tal, y máxime cuando lo confirma un Tribunal Administrativo, 

que entiende la recurrente que tal argumentación es totalmente improcedente. 

 En tercer lugar alude a la falta de “lesión en el bien jurídico protegido”. Precisamente 

es esa lesión la que motiva la reclamación, según la recurrente, porque lesiona su derecho a 

saber, que tras la presentación de la solicitud de la información, tras la Resolución firme y 

ejecutiva del Tribunal que en la actualidad todavía no se ha cumplimentado es el bien 

jurídico por excelencia protegido por la LTAIPBG. Y esa lesión motivada por la infracción 

cometida es la que justifica la sanción a imponer de destitución del cargo y prohibición de 10 

años de desempeño de cargo similar. 

 De la literalidad y sobre todo, del espíritu de la Ley, resultan unos comportamientos 

en las personas incluidas en su ámbito subjetivo, donde son sancionables conductas que 

antes no lo eran, y la falta de publicidad es un hecho objetivo sancionable, y el retraso en el 

deber de informar, es asimismo un hecho objetivo, a la luz del expediente administrativo, y 

también sancionable y en este caso es un supuesto reglado y cuyo incumplimiento es 

evidente. 

 El artículo 30 de la LTAIPBG regula las sanciones. Teniendo en cuenta lo expuesto 

en los puntos anteriores, la declaración de infracción muy grave lleva aparejada la 

destitución del puesto que ocupa e inhabilitación por un periodo de diez años. 

 

 TERCERO.- Alega la Administración recurrida que el 6 de Abril de 2016 la 

recurrente remitió al Ayuntamiento de Alcalá de Henares, mediante escrito, una Solicitud de 

Información Pública al amparo de lo establecido en la Ley 19/2013. 

 El 22 de abril de 2016 el Ayuntamiento de Alcalá atiende dicha solicitud mediante 

escrito en el que se solicita a la parte actora una aclaración de la información exacta 

solicitada, con el fin de poder atender sus peticiones con la mayor exactitud posible.  

 Los días 5 y 20 de Mayo de 2016 el Ayuntamiento de Alcalá de Henares envía el 

escrito referido en el apartado anterior a la parte actora a través del servicio de Correos, el 

día 5 de mayo. Dicha comunicación no pudo realizarse de forma efectiva debido a la 

ausencia del destinatario en el lugar fijado por la actora, tal y como se acredita en el 

justificante entregado por Correos, cumpliéndose así los plazos legalmente establecidos y en 

vista de que el envío anterior no pudo entregarse de forma efectiva al solicitante por ausencia 

de éste en el lugar de la entrega, se realiza una nueva comunicación por Correos, el día 20 de 

mayo, que sí fue recibida por la demandante, tal y como confirma la parte actora en la 

demanda. 

 El 9 de Mayo de 2016 la parte demandante presenta una denuncia ante el 

Ayuntamiento de Alcalá de Henares, solicitando que se dé inicio a un procedimiento 

sancionador por la comisión de una infracción muy grave al amparo de lo establecido en el la 

LTBG, concretamente su artículo 28.k), bajo la premisa de incumplimiento de la obligación 
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de suministrar la información requerida dentro de los plazos legalmente establecidos, 

denuncia que fue desestimada, mediante escrito del día 12 de Septiembre de 2016, al 

considerarse que no existía tal retraso, puesto que la contestación del Ayuntamiento se 

realizó de forma debida y en plazo, tal y como ha quedado patente mediante el justificante de 

Correos. 

 El 10 de Mayo de 2016 la parte actora presentó una reclamación ante el Tribunal 

Administrativo de la Contratación Pública de Madrid. 

 El 13 de Julio de 2016 el Tribunal Administrativo de la Contratación Pública de 

Madrid estima en parte, y no totalmente, como alega la parte actora, su solicitud de 

información. En dicha resolución se insta al Ayuntamiento de Alcalá de Henares a que 

proporcione a la reclamante la información solicitada y no satisfecha.  

 Esta Resolución se dicta sobre el dato erróneo de que el Ayuntamiento ha 

desatendido la solicitad de la parte demandante, lo cual es incierto. Es la propia actora la que 

reconoce en la demanda que se recibe la solicitud de la Directora del Área de Reclamaciones 

y Seguros el día 20 de Mayo de 2016, reconociendo así que sí se produce contestación por el 

Ayuntamiento, cuyo contenido, recordemos, era el de solicitar una mayor precisión de la 

información requerida. 

 El 17 de Octubre de 2016 la parte actora solicita, de nuevo, y pese a haber reconocido 

la recepción de la notificación del Ayuntamiento del día 20 de Mayo, el cumplimiento de la 

solicitud de información, haciendo caso omiso a la petición de ampliación de información, y 

centrándose únicamente en exigir una contestación que ya había tenido lugar. 

 El 13 de Diciembre de 2016, en vista de la insistencia por parte de la demandante 

para que se llevara a cabo una contestación que, ya había tenido lugar, se procede por parte 

del Ayuntamiento a resolver la petición formulada por la demandante, en la medida de lo 

posible, y teniendo en cuenta que la parte actora en ningún momento realizó las aclaraciones 

solicitadas en el escrito del 20 de Mayo de 2016. 

 El 27 de Enero de 2017 se comunica al Ayuntamiento de Alcalá de Henares la 

interposición de recurso contencioso-administrativo por parte de la demandante, solicitando, 

de nuevo, que se declare la comisión de una infracción muy grave al amparo de lo 

establecido en el artículo 28.k) de la LTBG, por el incumplimiento de las obligaciones de 

publicación y suministro de información.  Y todo ello, a pesar de que previamente ya se le 

comunicó por parte del Ayuntamiento que la solicitud fue contestada, en una primera 

comunicación, dentro de los plazos legales. E incluso, a pesar de que el día 13 de diciembre 

se procediera al envío de la información solicitada. 

 La Ordenanza de transparencia y acceso a la información aprobada por en el Pleno 

del Ayuntamiento de Alcalá de Henares, en sesión ordinaria, celebrada el día 15 de marzo de 

2016, y que entró en vigor el día 4 de mayo de 2016, con fecha anterior a que la 

Administración resolviera sobre dicha cuestión, dispone en su artículo 39 que “será 

competente para la imposición de las sanciones por infracciones cometidas contra las 

disposiciones de la presente ordenanza la Junta de Gobierno Local o concejal en quien se 

delegue”. 

 El órgano que llevó a cabo la desestimación -la Directora del Área de Reclamaciones 

y Seguros- actuó en el ámbito de su competencia, y siguiendo los cauces legalmente 

establecidos para dicho procedimiento. Así pues, la desestimación debe considerarse 

ajustada a derecho, en cuanto al cumplimiento de estos requisitos formales. 

 El Ayuntamiento no ha cometido la infracción que se le imputa por las siguientes 

razones: 

 Primero: El artículo 20.1 de la LTBG señala que “la resolución en la que se conceda 

o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo 
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hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el 

órgano competente para resolver” y el Ayuntamiento sí atendió a la solicitud formulada por 

la parte actora dentro de dicho plazo, ya que la contestación se envió a través de Correos el 

día 5 de Mayo de 2016 y la solicitud se formuló el día 6 de abril de 2016. 

 El hecho de que no se pudiera llevar a cabo la notificación por ausencia del 

demandante, en ningún caso debería repercutir en una culpabilidad del Ayuntamiento, ya que 

de ser así, podría sentarse un peligroso precedente en cuanto al cumplimiento de los plazos 

legalmente establecidos, siendo importante recordar la Sentencia del Tribunal Supremo 

dictada el día 3 de diciembre de 2013 que declara que “si el intento de notificación se lleva a 

cabo en una fecha comprendida dentro del plazo máximo de duración del procedimiento 

(siempre que quede debidamente acreditado y se haya practicado respetando las exigencias 

normativas a las que esté sujeto) producirá efecto, con independencia o aunque su 

acreditación accede al expediente cuando ya venció el plazo”. 

 Segundo: En cuanto al argumento de la falta de alegaciones ante el Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública o la no interposición de recurso contencioso contra 

la resolución dictada por este órgano, el hecho de que no se formulen dichas alegaciones en 

ningún caso puede considerarse como una admisión de los hechos. 

 Tercero: También alega la demandante, como uno de los motivos por los cuales debe 

considerarse que se ha cometido una infracción por parte del Ayuntamiento, la falta de 

publicación de la información solicitada, manifestación que resulta incierta y que es 

contradicha por la propia demandante, cuando afirma que parte de la información solicitada 

se encuentra en diferentes links de la página web del Ayuntamiento. 

 Sí existe entrega de la información por parte del Ayuntamiento en plazo y sí existe la 

publicidad legalmente requerida. 

 La parte demandante atribuye el contenido del escrito de 22 de Abril de 2016, de 

ampliación de solicitud de información, a una maniobra del Ayuntamiento para prolongar de 

forma indebida los plazos legales para remitir la información pública, pero dicha afirmación 

resulta poco menos que aventurada, ya que si la intención del Ayuntamiento hubiere sido tal, 

lo podría haber hecho utilizando la fórmula legal a la que se refiere el artículo 20.1 de la 

LTBG. 

 Otra de las justificaciones aludidas por la parte demandante -que por primera vez se 

refiere a la posibilidad de que efectivamente la falta de la primera comunicación se deba a 

causas no imputables al Ayuntamiento- es que no se utilizara una dirección de correo 

electrónico. Pues bien, en ningún caso puede considerarse tal cuestión una prueba de falta de 

diligencia por parte de la Administración, primero, porque debería haber sido la propia parte 

demandante, como solicitante de información, la que debería haber facilitado todos los 

medios posibles para que ésta se llevara a cabo, y segundo, porque la LTBG en ningún caso 

obliga a la utilización de los medios electrónicos para emitir la información, sino que 

solamente determina la posibilidad de hacerlo. Así pues, el artículo 17 de la LTBG, relativo 

a la solicitud de acceso a la información, en su apartado segundo, expone claramente que le 

corresponde al solicitante incluir una “dirección de contacto, preferentemente electrónica, a 

efectos de comunicaciones”. Lo cual evidencia que en ningún caso puede calificarse de falta 

de diligente la actuación del Ayuntamiento de Alcalá de Henares. 

 La información emitida por el Ayuntamiento es ajustada a Derecho, con base en los 

artículos 5.4 y 22.3 de la LTBG y artículo 6 de la Ordenanza de transparencia y acceso a la 

información del Ayuntamiento de Alcalá. 

 La parte actora ha estado entorpeciendo el buen hacer de este Ayuntamiento, en tanto 

que sigue manifestando que no ha existido comunicación en plazo. 
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 La falta de buena fe en este caso le corresponde a la parte demandante, afirmación 

que se basa en los siguientes puntos: 

 1.- Que si bien es cierto que ARPINUM ASOCIADOS podría no saber en un primer 

momento que la primera comunicación se realizó dentro del plazo legal, sí reconoce la 

recepción de un escrito el 20 de Mayo de 2016 (14 días después de la finalización del plazo 

legal) que contiene una resolución dictada el 22 de abril por el órgano competente del 

Ayuntamiento de Alcalá de Henares, es decir, dentro del plazo legal y a pesar de ello insiste 

en denunciar al Ayuntamiento y solicitar que se inicie un procedimiento sancionador grave 

alegando que se ha lesionado gravemente su derecho a saber, lo cual se considera por esta 

parte una utilización un tanto desmedida del concepto de “lesión grave” (lesión que además 

no se ha fundamentado ni acreditado), especialmente si tenemos en cuenta que sus peticiones 

de información sí han sido atendidas. 

 2.- Que pese a haberle sido notificado en varias ocasiones que la comunicación se 

realizó dentro del plazo al que se refiere la LTBG, la demandante hace caso omiso a dicha 

circunstancia, continuando con su empeño en iniciar un proceso sancionador contra el 

Ayuntamiento. 

 3.- Que la parte demandante, en ningún caso da contestación al Ayuntamiento 

respecto a la solicitud de ampliación de la información que se le emite mediante el escrito de 

22 de abril de 2016, limitándose a seguir en su, aparentemente, único objetivo de ir en contra 

del Ayuntamiento, en lugar de colaborar para obtener una mejor satisfacción en su derecho a 

saber, al que tanta importancia otorga 

 4.- Que una vez recibida la información solicitada, se muestra en descontento con el 

contenido de la misma -descontento que quizá se podría haber evitado si hubiera precisado la 

información solicitada, tal y como se le requirió- utilizando una mera afirmación de 

disconformidad, sin fundamento jurídico alguno. 

 

 CUARTO.- El Acuerdo recurrido en el presente recurso es el nº 35 de los adoptados 

por la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Alcalá de Henares, en sesión celebrada 

en fecha 5 de agosto de 2016 y cuyo tenor literal es el siguiente: 
 "35.- "Propuesta de la Concejala Delegada de Transparencia e Innovación Social para proceder al 
ARCHIVO de las denuncias presentadas por ARPINUM, por infracción al Título II de la LTAIBG 
(expte. T-022/16), y de conformidad con el informe jurídico emitido por la Directora del Área de 
Reclamaciones y Seguros, del que se ha dado cuenta en la Comisión Especial de Sugerencias y 
Reclamaciones celebrada el 30 de junio de 2016. 
 Visto el informe emitido al respecto por la Directora del Área de Reclamaciones y Seguros de fecha 
01-06-16 y que a continuación se transcribe: 
 "ASUNTO: Escrito presentado por D. Julio Rodríguez Naranjo en representación de Arpinum 
Asociados, SL con fecha 12/04/2016. 
 Dicho escrito recibido en esta Dirección de Área con fecha 01/06/2016, denuncia el retraso en la 
contestación de la solicitud al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.6 de la Ley de Transparencia, acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno, en adelante LTAIBG, que lo tipifica como una infracción de 
carácter grave, y en concreto a Dª Pilar Fernández Herrador. 
 En relación a dicha denuncia indicar que: con fecha 06/04/2016, D. Julio Rodríguez Naranjo en 
representación de Arpinum Asociados S.L. presentó en Registro de Entrada documento en el que solicitaba 
información, que fue contestada en virtud de informe emitido con fecha 22/04/2016 y notificado con fecha 
20/05/2016, ya que de conformidad con la documentación aportada en correos no fue posible su entrega 
con fecha 05/05/2016 por encontrarse ausente el denunciante en el momento de efectuar el reparto. 
 Se hace constar que, en el momento de presentar el escrito, ya se había notificado al denunciante la 
contestación al escrito de referencia y que en realidad ha habido una desviación mínima en los plazos 
previstos en la ley de aplicación. 
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 El Título II otorga rango de Ley a los principios éticos y de actuación que deben regir la labor de 
los miembros del Gobierno y los altos cargos asimilados de la Administración del Estado, de las 
Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. De conformidad con lo establecido en la LTAIBG 
los principios establecidos en el art. 26 informarán la interpretación y aplicación del régimen sancionador 
regulado en este título. 
 En la reclamación interpuesta por D. Julio Rodríguez Naranjo en representación de Arpinum 
Asociados S.L., respecto de la solicitud mencionada en el inicio del escrito, se limita a indicar que ha 
habido un retraso, sin probar nexo causal alguno de la actuación del denunciado, ni hacer referencia a cuál 
ha sido la actuación que ha dado lugar a dicho retraso. 
 Tampoco el denunciante hace referencia al perjuicio ocasionado con el retraso aludido, que más 
bien se puede considerar como un desajuste entre el plazo legalmente establecido y el de la duración de un 
procedimiento. 
 A la vista de lo indicado, y salvo superior criterio, se entiende procedente el archivo de las 
presentadas: 
 1.- Por no aportar prueba alguna el denunciante que indique actuación de cualquiera de los 
denunciantes contraria a los principios éticos y morales previstos en el Titulo II del la LTAIBG. 
 2.- Por no existir lesión en el bien jurídico protegido, que en este caso es garantizar la información 
en el marco de la ley de transparencia, toda vez que en el momento de interponer el escrito de denuncia ya 
se ha contestado lo solicitado, por lo que no se puede adoptar resolución alguna en este sentido. 
 3.- Por entender que la desviación o desajuste entre el plazo establecido en la norma y el de la 
duración del procedimiento, no da lugar a entender que existe una reiteración en el incumplimiento de 
resolver en plazo, de toda vez que en dichos procedimientos no han existido dilaciones indebidas, de 
conformidad con los criterios adoptados por el Tribunal Constitucional". 
 La Junta de Gobierno Local, acuerda por unanimidad de sus miembros, aprobar la Propuesta 
presentada. 
 Pase el expediente a la Dirección del Área de Reclamaciones y Seguros, a tos efectos oportunos. 
 Contra el presente acuerdo puede interponer recurso contencioso administrativo en el plazo de dos 
meses a contar desde el día siguiente al del recibo de la presente notificación, ante los Juzgados de lo 
Contencioso Administrativo, previsto en el artículo 8 de la Ley 29/1998 de 13 de julio reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en la redacción dada por la Ley 19/2003 de 23 de diciembre de 
modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su disposición adicional decimocuarta y Art. 46, sin 

perjuicio de interponer cualquier otro recurso previsto en la Ley que a su derecho interese". 

  

QUINTO.- Dispone el artículo 31 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno que "1. El procedimiento 
sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como 
consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia de los ciudadanos. 

La responsabilidad será exigida en procedimiento administrativo instruido al efecto, sin perjuicio 
de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas por si procediese, en su caso, la incoación del 
oportuno procedimiento de responsabilidad contable. 2. El órgano competente para ordenar la 
incoación será: 

a) Cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o de Secretario de Estado, el 
Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

b) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración General del 
Estado distintas de los anteriores, el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. 

c) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración autonómica o 
local, la orden de incoación del procedimiento se dará por los órganos que tengan atribuidas estas funciones 
en aplicación del régimen disciplinario propio de las Comunidades Autónomas o Entidades Locales en las 
que presten servicios los cargos contra los que se dirige el procedimiento. 
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3. En los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior, la instrucción de los 
correspondientes procedimientos corresponderá a la Oficina de Conflictos de Intereses. En el supuesto 
contemplado en el apartado c) la instrucción corresponderá al órgano competente en aplicación del régimen 
disciplinario propio de la Comunidad Autónoma o Entidad Local correspondiente. 

4. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá: 
a) Al Consejo de Ministros cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o 

Secretario de Estado. 
b) Al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas cuando el responsable sea un alto cargo 

de la Administración General del Estado. 
c) Cuando el procedimiento se dirija contra altos cargos de las Comunidades Autónomas o 

Entidades Locales, los órganos que tengan atribuidas estas funciones en aplicación del régimen 
disciplinario propio de Administraciones en las que presten servicios los cargos contra los que se dirige el 
procedimiento o, en su caso, el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o el Pleno de la Junta de 
Gobierno de la Entidad Local de que se trate. 

5. Las resoluciones que se dicten en aplicación del procedimiento sancionador regulado en este 

título serán recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo". 

Dispone la Ordenanza de transparencia y acceso a la información de Alcalá de 

Henares publicada en BOCM de 3 de mayo de 2016 en su artículo 38 que "1. La potestad 
sancionadora se ejercerá, en todo lo no previsto en la presente ordenanza, de conformidad con lo dispuesto 
en la normativa del procedimiento administrativo común. 

2. El régimen sancionador previsto en esta ordenanza se entiende sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal en que pudiera incurrirse, que se hará efectiva de acuerdo con las 

correspondientes normas legales". 

Acudiendo al EA, obra a los folios 1 a 4 la denuncia interpuesta en fecha 9 de mayo 

de 2016 por la ahora recurrente, por la que solicitaba incoación de procedimiento 

sancionador por la comisión de una infracción muy grave al amparo de lo establecido en el 

artículo 28.k) de la Ley 19/2013, que dispone que "constituyen infracciones muy graves las 
siguientes conductas cuando sean culpables:…k) El incumplimiento de las obligaciones de publicación o de 
suministro de información previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, siempre que en 

este último caso se hubiera formulado requerimiento". 

A los folios 5 y 6 consta el informe de la Directora del Área de Reclamaciones y 

Seguros del Ayuntamiento de Alcalá de Henares de 1 de junio de 2016. 

 

SEXTO.- Entiende esta Juzgadora, sin prejuzgar la cuestión de fondo, que el 

Ayuntamiento ha rechazado de plano una denuncia, es decir, la ha inadmitido sin incoar 

procedimiento sancionador, cuando el artículo 31.1 de la Ley 19/2013 de aplicación a este 

caso, dispone que "el procedimiento sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano competente, 
bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razonada de otros órganos o 

denuncia de los ciudadanos". 

En este caso se ha producido una denuncia interpuesta por ARPINUM 

ASOCIADOS, SL, pero la misma se ha rechazado de plano, porque no se ha incoado 

procedimiento sancionador por Acuerdo del órgano competente. 

Se considera que dicha actuación municipal es reprochable desde un punto de vista 

estrictamente formal y sin prejuzgar en ningún momento la cuestión de fondo planteada, 

pues el reproche que esta Juzgadora hace a la actuación municipal, debe quedarse en ese 

estadio inicial, en el que el Ayuntamiento, en vez de incoar e instruir el procedimiento 

sancionador y darle una solución jurídica al mismo tras la sustanciación de dicho 

procedimiento, rechaza de plano la denuncia sin incoación de procedimiento alguno. 
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Es evidente que esta Juzgadora no puede estimar totalmente el recurso, pues la parte 

recurrente pretende que se declare judicialmente que se ha cometido la infracción muy grave 

del artículo 28.k) y se sancione al cargo responsable de dicha infracción, cosa que 

obviamente no puede hacer esta Juzgadora en este procedimiento, sin la previa sustanciación 

de un procedimiento administrativo sancionador, dado el carácter eminentemente revisor de 

esta Jurisdicción. 

El reproche que hace esta Juzgadora no es que el Ayuntamiento no haya impuesto la 

sanción, sino que no haya incoado y tramitado el procedimiento sancionador, cuya 

Resolución será la que tenga que ser de conformidad con las normas legales y reglamentarias 

de aplicación. 

Por ello, y a la vista de que se ha rechazado la denuncia de plano y sin seguir el 

procedimiento legalmente establecido para cualquier procedimiento sancionador (incoación, 

instrucción y resolución), debe ser estimado parcialmente el presente recurso, en el sentido 

de anular la resolución recurrida y ordenar al Ayuntamiento de Alcalá de Henares que a 

través del órgano competente, incoe procedimiento sancionador, que deberá ser tramitado 

con todas las garantías legales y resuelto de la forma que estime procedente el Ayuntamiento 

recurrido, resolución en la que esta Juzgadora no ha de entrar en absoluto. 

 

SÉPTIMO.- Conforme a lo establecido en el artículo 139.1 de la Ley 29/1998 de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no procede declaración alguna sobre las costas 

procesales, dada la estimación parcial del recurso. 

 

 Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, 

 

en nombre de S.M. El Rey 

 

FALLO que debo estimar y estimo parcialmente el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por ARPINUM ASOCIADOS, SL contra el AYUNTAMIENTO 

DE ALCALÁ DE HENARES, efectuando los siguientes pronunciamientos: 

 

1.- Debo declarar y declaro la nulidad del Acuerdo nº 35 de los adoptados por la 

Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Alcalá de Henares en sesión celebrada el 5 de 

agosto de 2016, por el que se ordenó el archivo de las denuncias presentadas por ARPINUM 

ASOCIADOS, SL, por infracción del Título II de la LTAIBG (expte. T-022/2016). 

 

2.- Debo ordenar y ordeno al Ayuntamiento de Alcalá de Henares que a través del 

órgano competente, incoe procedimiento sancionador, que deberá ser tramitado con todas las 

garantías legales, y resuelto de la forma que estime procedente el Ayuntamiento recurrido, 

tras dicha tramitación. 

 

No procede declaración alguna sobre las costas procesales. 

 

Notifíquese a las partes, previniéndoles de que contra esta Sentencia cabe recurso 

de apelación en ambos efectos, ante este Juzgado, en el plazo de 15 días desde su 

notificación, el cual será resuelto por la Sala de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de conformidad con les artículos 81.1.a) y 85 de la 

LJCA 29/1998 de 13 de julio; para la admisión a trámite de dicho recurso será 

imprescindible que simultáneamente a su presentación se acompañe el justificante de haber 

realizado un depósito de 50 euros en la cuenta de este Juzgado, nº 3198-0000-91-0340-16, 
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BANCO SANTANDER, C/ GRAN VÍA Nº 29. 

 

Así por esta mi Sentencia, juzgando en primera instancia, lo pronuncio, mando y 

firmo. 

 

 

 

 

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada la anterior Sentencia por la Sra. Magistrada-

Juez que la suscribe, estando celebrando audiencia pública en el mismo día de su fecha. Doy 

fe. 
 

 

 

 

NOTA: Siendo aplicable la Ley Orgánica 15/99 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y los 

artículos 236 bis y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los datos contenidos en esta comunicación y en la 

documentación adjunta son confidenciales, quedando prohibida su transmisión o comunicación pública por cualquier medio 

o procedimiento, debiendo ser tratados exclusivamente para los fines propios de la Administración de Justicia, sin perjuicio 

de las competencias del Consejo General del Poder Judicial previstas en el artículo 560.1.10 de la LOPJ 
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